
ARTÍCULO 140. PRÓRROGA CÓDIGO GENERAL DISCIPLINARIO. Prorróguese hasta el 1
de julio de 2021 la entrada en vigencia de la Ley 1952 de 2019.

ARTÍCULO 141. UNIDAD DE INVESTIGACIÓN Y ACUSACIÓN (UIA) DE LA
JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ (JEP). El Estado, por intermedio del Gobierno
nacional, garantizará la autonomía administrativa, técnica y presupuestal de la Unidad de
Investigación y Acusación (UIA) de la Jurisdicción Especial para la Paz, para lo cual podrá hacer
uso del plan de inversiones para la paz, contenido en el artículo 3o del Acto Legislativo número
01 de 2016.

Con el fin de garantizar el funcionamiento y autonomía administrativa, técnica y presupuestal de
la Unidad de Investigación y Acusación (UIA), el Director ejercerá de manera exclusiva e
independiente todas las funciones que correspondan para determinar la estructura y
funcionamiento de la Unidad de Investigación y Acusación (UIA) de la Jurisdicción Especial
para la Paz.

PARÁGRAFO. El Director de la Unidad de Investigación y Acusación (UIA) en desarrollo de tal
facultad, asignará la planta de personal que corresponda a cada dependencia, podrá variarla
cuando lo considere necesario y establecerá el manual de requisitos y funciones de cada uno de
los empleos.

La unidad de investigación y acusación de la Jurisdicción Especial para la Paz se identificará
como una sección en el Presupuesto General de la Nación.

En ejercicio de estas atribuciones, el Director de la Unidad de Investigación Acusación (UIA), no
podrá crear, con cargo al Tesoro, obligaciones que excedan el monto global fijado asignado en el
Presupuesto a la unidad de investigación y acusación de la JEP.

ARTÍCULO 142. CUENTAS DE DEPÓSITO EN EL BANCO DE LA REPÚBLICA. No
serán susceptibles de medidas cautelares por parte de cualquier autoridad judicial o
administrativa las cuentas de depósito en el Banco de la República, salvo aquellas derivadas de la
adopción de institutos de salvamento y protección de la confianza pública y/o de la toma de
posesión y liquidación forzosa administrativa establecidos en el Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero y de las contempladas en el artículo 6o de la Ley 964 de 2005.

ARTÍCULO 143. BICENTENARIO DE LA INDEPENDENCIA NACIONAL. Modifíquese
el artículo 13 de la Ley 1916 de 2018, el cual quedará así:

Artículo 13. Para efectos de la conmemoración del Bicentenario de la Campaña Libertadora de
1819 en todo el territorio nacional y sin perjuicio de las asignaciones que definan las entidades
territoriales comprendidas en esta Ley u otros sujetos de derecho público o privado, se crea un
fondo cuenta sin personería jurídica denominado Fondo del Bicentenario.

Este Fondo estará adscrito al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República -
Vicepresidencia de la República y se integra con los siguientes recursos:

1. Recursos que se le asignen en el Presupuesto General de la Nación.

2. Recursos que se le asignen del Presupuesto de las entidades territoriales.



3. Recursos que el Ministerio de Cultura designe para la finalidad señalada.

4. Recursos que otras entidades nacionales destinen para la conmemoración del Bicentenario de
la Campaña Libertadora de 1819 a través de los convenios interadministrativos con el Ministerio
de Cultura mediante los cuales podrán transferirse los recursos indicados.

5. Aportes de Cooperación Internacional.

6. Donaciones, transferencias o aportes en dinero que reciba.

7. Los recursos derivados de las operaciones que se realicen con los recursos del Fondo.

Para la vigencia de 2019 se harán las asignaciones presupuestales necesarias para el
funcionamiento del fondo cuenta sin menoscabo de las apropiaciones existentes en entidades
nacionales que se transfieran al mismo.

PARÁGRAFO 1o. Como conmemoración del Bicentenario de la Independencia de Colombia el
Banco de la República emitirá, por una sola vez, monedas conmemorativas de dichas efemérides.

PARÁGRAFO 2o. Los recursos del fondo cuenta establecidos en este artículo podrán manejarse
en un patrimonio autónomo.

PARÁGRAFO 3o. El fondo cuenta establecido en el presente artículo tendrá vigencia hasta el 31
de diciembre de 2022.

ARTÍCULO 144. LIQUIDACIÓN DE SOCIEDADES NO OPERATIVAS SUJETAS A LA
INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL DE LA SUPERINTENDENCIA DE
SOCIEDADES. Las sociedades mercantiles sujetas a la supervisión de la Superintendencia de
Sociedades, que no renueven su matrícula mercantil por un término de tres (3) años o que no
envíen la información requerida por dicha Superintendencia durante el mismo término, se
presumirán como no operativas y, podrán ser declaradas de oficio como disueltas por la
Superintendencia de Sociedades, salvo demostración en contrario de su parte.

PARÁGRAFO. El Gobierno nacional establecerá y reglamentará la aplicación del procedimiento
objeto del presente artículo.

ARTÍCULO 145. TARIFAS A FAVOR DE LAS CÁMARAS DE COMERCIO. Modifíquese
el artículo 124 de la Ley 6 de 1992, el cual quedará así:

Artículo 124. Tarifas a favor de las Cámaras de Comercio. El Gobierno nacional fijará el monto
de las tarifas que deban sufragarse en favor de las Cámaras de Comercio por concepto de las
matrículas, sus renovaciones, cancelaciones e inscripciones de los actos, libros y documentos que
la ley determine efectuar en el registro mercantil, así como el valor de los certificados que dichas
entidades expidan en ejercicio de sus funciones.

Para el señalamiento de los derechos relacionados con la obligación de la matrícula mercantil y
su renovación, el Gobierno nacional establecerá tarifas diferenciales en función del monto de los
activos o de los Ingresos de actividades ordinarias del comerciante o del establecimiento de
comercio, según sea el caso, con base en el criterio más favorable para la formalización de las
empresas.



Las cuotas anuales que el reglamento de las Cámaras de Comercio señale para los comerciantes
afiliados son de naturaleza voluntaria.

PARÁGRAFO. Los derechos relacionados con la obligación de la matricula mercantil y su
renovación en el caso de personas naturales que realicen una actividad comercial, serán
establecidos en función del monto de los activos o de los ingresos relacionados con el desarrollo
de su actividad comercial.

ARTÍCULO 146. ABOGACÍA DE LA COMPETENCIA. Modifíquese el artículo 7o de la
Ley 1340 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 7o. Abogacía de la Competencia. Además de las disposiciones consagradas en el
artículo segundo del Decreto 2153 de 1992, la Superintendencia de Industria y Comercio podrá
rendir concepto previo, a solicitud o de oficio, sobre los proyectos de regulación estatal que
puedan tener incidencia sobre la libre competencia en los mercados. Para estos efectos las
autoridades deberán informar a la Superintendencia de Industria y Comercio los actos
administrativos que pretendan expedir. El concepto emitido por la Superintendencia de Industria
y Comercio en este sentido no será vinculante. Sin embargo, si la autoridad respectiva se aparta
de dicho concepto, la misma deberá manifestar de manera expresa dentro de las consideraciones
de la decisión los motivos por los cuales se aparta.

ARTÍCULO 147. TRANSFORMACIÓN DIGITAL PÚBLICA. Las entidades estatales del
orden nacional deberán incorporar en sus respectivos planes de acción el componente de
transformación digital siguiendo los estándares que para este propósito defina el Ministerio de
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. En todos los escenarios la transformación
digital deberá incorporar los componentes asociados a tecnologías emergentes, definidos como
aquellos de la Cuarta Revolución Industrial, entre otros.

Las entidades territoriales podrán definir estrategias de ciudades y territorios inteligentes, para lo
cual deberán incorporar los lineamientos técnicos en el componente de transformación digital
que elabore el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones.

Los proyectos estratégicos de transformación digital se orientarán por los siguientes principios:

1. Uso y aprovechamiento de la infraestructura de datos públicos, con un enfoque de apertura por
defecto.

2. Aplicación y aprovechamiento de estándares, modelos, normas y herramientas que permitan la
adecuada gestión de riesgos de seguridad digital, para generar confianza en los procesos de las
entidades públicas y garantizar la protección de datos personales.

3. Plena interoperabilidad entre los sistemas de información públicos que garantice el suministro
e intercambio de la información de manera ágil y eficiente a través de una plataforma de
interoperabilidad. Se habilita de forma plena, permanente y en tiempo real cuando se requiera, el
intercambio de información de forma electrónica en los estándares definidos por el Ministerio
TIC, entre entidades públicas. Dando cumplimiento a la protección de datos personales y
salvaguarda de la información.

4. Optimización de la gestión de recursos públicos en proyectos de Tecnologías de la
Información a través del uso de los instrumentos de agregación de demanda y priorización de los



servicios de nube.

5. Promoción de tecnologías basadas en software libre o código abierto, lo anterior, sin perjuicio
de la inversión en tecnologías cerradas. En todos los casos la necesidad tecnológica deberá
justificarse teniendo en cuenta análisis de costo-beneficio.

6. Priorización de tecnologías emergentes de la Cuarta Revolución Industrial que faciliten la
prestación de servicios del Estado a través de nuevos modelos incluyendo, pero no limitado a,
tecnologías de desintermediación, DLT (Distributed Ledger Technology), análisis masivo de
datos (Big data), inteligencia artificial (AI), Internet de las Cosas (IoT), Robótica y similares.

7. Vinculación de todas las interacciones digitales entre el Estado y sus usuarios a través del
Portal Único del Estado colombiano.

8. Implementación de todos los trámites nuevos en forma digital o electrónica sin ninguna
excepción, en consecuencia, la interacción del Ciudadano-Estado sólo será presencial cuando sea
la única opción.

9. Implementación de la política de racionalización de trámites para todos los trámites,
eliminación de los que no se requieran, así como en el aprovechamiento de las tecnologías
emergentes y exponenciales.

10. Inclusión de programas de uso de tecnología para participación ciudadana y Gobierno abierto
en los procesos misionales de las entidades públicas.

11. Inclusión y actualización permanente de políticas de seguridad y confianza digital.

12. Implementación de estrategias público-privadas que propendan por el uso de medios de pago
electrónicos, siguiendo los lineamientos que se establezcan en el Programa de Digitalización de
la Economía que adopte el Gobierno nacional.

13. Promoción del uso de medios de pago electrónico en la economía, conforme a la estrategia
que defina el Gobierno nacional para generar una red masiva de aceptación de medios de pago
electrónicos por parte de las entidades públicas y privadas.

PARÁGRAFO. Los trámites y servicios que se deriven de los anteriores principios podrán ser
ofrecidos tanto por personas jurídicas privadas como públicas, incluyendo a la entidad que haga
las veces de articulador de servicios ciudadanos digitales, o la que defina el Ministerio TIC para
tal fin.

ARTÍCULO 148. GOBIERNO DIGITAL COMO POLÍTICA DE GESTIÓN Y
DESEMPEÑO INSTITUCIONAL. Modifíquese el artículo 230 de la Ley 1450 de 2011, el cual
quedará así:

Artículo 230. Gobierno Digital como Política de Gestión y Desempeño Institucional. Todas las
entidades de la administración pública deberán adelantar las acciones que señale el Gobierno
nacional a través del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones para la
implementación de la política de Gobierno Digital.

Esta política liderada por el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones
contemplará como acciones prioritarias el cumplimiento de los lineamientos y estándares para la



Integración de trámites al Portal Único del Estado Colombiano, la publicación y el
aprovechamiento de datos públicos, la adopción del modelo de territorios y ciudades inteligentes,
la optimización de compras públicas de tecnologías de la información, la oferta y uso de software
público, el aprovechamiento de tecnologías emergentes en el sector público, incremento de la
confianza y la seguridad digital y el fomento a la participación y la democracia por medios
digitales.

El Gobierno implementará mecanismos que permitan un monitoreo permanente sobre el uso,
calidad, nivel de satisfacción e impacto de estas acciones.

ARTÍCULO 149. INFRACCIONES POSTALES. Modifíquese el artículo 37 de la Ley 1369
de 2009, el cual quedará así:

Artículo 37. Infracciones postales. Constituyen las infracciones a este ordenamiento las
siguientes:

1. Prestar el Servicio de correo sin estar legalmente habilitado para ello.

2. La suspensión total o parcial de la prestación del Servicio Postal Universal por parte del
operador postal oficial.

3. La utilización de oferta o anuncio de servicios que corresponden de manera exclusiva al
Operador Postal Oficial o Concesionario de Correo.

4. El incumplimiento en la implementación, actualización o aplicación de los sistemas de
administración y mitigación de riesgos por parte de los operadores postales de pago.

5. No cumplir los operadores postales de pago en todo tiempo con los requisitos patrimoniales
fijados por el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones que deben
respaldar la operación o cualquier situación que afecte su capacidad de responder por sus
obligaciones y pueda poner en riesgo los recursos recibidos del público.

6. Cualquier forma de violación a la libertad y confidencialidad de los envíos postales.

7. La prestación de servicios postales sin la debida inscripción en el registro de Operadores
Postales del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones.

8. No pagar la contraprestación periódica.

9. No pagar oportunamente la contraprestación periódica.

10. Pagar la contraprestación periódica fijando como base para su cálculo ingresos inferiores a
los realmente percibidos por concepto de prestación de servicios postales.

11. El incumplimiento de uno o más indicadores técnicos y de calidad de los servicios postales.

12. La negativa, obstrucción o resistencia a ser inspeccionado dentro de la visita administrativa
para esclarecer hechos por la prestación del servicio.

13. La actuación destinada a ocasionar fraude en el franqueo.

14. No cumplir el Operador de Servicios Postales con la obligación de divulgar, en sitio visible
en todos los puntos de atención al público, las condiciones de prestación de cada servicio postal.



15. No cumplir el Operador de Servicios Postales con la obligación de divulgar, en la página web
de la empresa y/o en medio de comunicación escrito, las condiciones de prestación de cada
servicio postal.

16. La demora por parte de los Operadores de Servicios Postales, en facilitar la información
requerida por el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, con el
objeto de cumplir con las funciones asignadas.

17. La consolidación de objetos postales por parte del operador con el fin de evadir la
contraprestación fijada en esta ley.

18. Cualquiera otra forma de incumplimiento o violación de las disposiciones legales,
reglamentarias o contractuales o regulatorias en materia de servicios postales.

ARTÍCULO 150. SANCIONES POSTALES. Modifíquese el artículo 38 de la Ley 1369 de
2009, el cual quedará así:

Artículo 38. Sanciones Postales. Previo el trámite del procedimiento administrativo señalado en
el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y con la
plenitud de las garantías constitucionales, el Ministro de Tecnologías de la Información y las
Comunicaciones o su delegado podrá imponer las siguientes sanciones:

1. Amonestación escrita. La cual podrá ser publicada por un término de un (1) año en el registro
de operadores postales.

2. Multa de hasta cuatrocientos (400) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

3. Suspensión de operaciones hasta por dos (2) meses.

4. Cancelación del título habilitante para la prestación de servicios postales y si eliminación del
Registro de Operadores Postales.

PARÁGRAFO. Se podrá declarar la caducidad del Contrato de Concesión a Operador Postal
Oficial o Concesionario de Correo, de acuerdo con los requisitos legales aplicables, cuando se
constante la ocurrencia de cualquiera de las causales previstas en los numerales 1, 2, 3, 4, 7, 8, 9,
10, 12, 13, del artículo 37 de la presente ley.

ARTÍCULO 151. GRADUACIÓN DE LAS SANCIONES POSTALES. Modifíquese el
artículo 39 de la Ley 1369 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 39. Graduación de las Sanciones Postales. Para definir las sanciones se aplicarán los
criterios consagrados en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso
Administrativo.

En el procedimiento administrativo sancionador que adelante el Ministerio de Tecnologías de la
Información y las Comunicaciones, podrán tenerse como factores atenuantes, los siguientes
criterios:

1. Cuando, dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación del acto mediante el cual se
formulan cargos, el investigado acredite que se ha producido el cese de los actos u omisiones que



dieron lugar al inicio de la actuación administrativa, la sanción administrativa podrá reducirse
hasta en las tres cuartas partes de la que resultare pertinente imponer.

2. Cuando, dentro de los quince (15) días siguientes a la notificación del acto mediante el cual se
formulan cargos, el investigado acredite que se ha producido el cese de los actos u omisiones que
dieron lugar al inicio de la actuación administrativa, la sanción administrativa podrá reducirse
hasta en la mitad de la que resultare pertinente imponer.

3. Cuando, hasta antes de la culminación del periodo probatorio, el investigado acredite que se ha
producido el cese de los actos u omisiones que dieron lugar al inicio de la actuación
administrativa, la sanción administrativa podrá reducirse hasta en la tercera parte de la que
resultare pertinente imponer.

ARTÍCULO 152. RECURSOS DEL FONTIC PARA INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y
CONTROL. El Fondo de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, o quien haga sus
veces, deberá transferir a la Superintendencia de Industria y Comercio los recursos para el
ejercicio de la función de inspección, vigilancia y control en materia de comunicaciones
adelantada por esta Entidad.

ARTÍCULO 153. REDES Y SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES. El manejo,
tratamiento o procesamiento de información no configuran, por sí mismos, la provisión de redes
y servicios de telecomunicaciones que se rige por la Ley 1341 de 2009, aunque se soporten en
redes y servicios de telecomunicaciones.

Cuando en un mismo negocio jurídico se involucre la provisión de redes y servicios de
telecomunicaciones, y el manejo, tratamiento o procesamiento de información, deberá realizarse
la separación contable de los ingresos derivados del manejo, tratamiento o procesamiento de
información y de los ingresos derivados de la provisión de redes y servicios de
telecomunicaciones que se rigen por la Ley 1341 de 2009, respectivamente.

ARTÍCULO 154. PRODUCCIÓN Y CONTENIDO LOCAL EN SERVICIOS DE VIDEO
BAJO DEMANDA. Los servicios bajo demanda (Suscription Video on Demand -SVOD-) que se
prestan a través de Internet (Over the Top-OTT-), deberán disponer, para los usuarios en
Colombia, de una sección fácilmente accesible para el usuario en la que se incluyan obras
audiovisuales de origen nacional.

El Gobierno nacional expedirá, dentro de los doce meses siguientes a la expedición de la
presente ley, los aspectos necesarios para dar cum plimiento al presente artículo teniendo en
cuenta las disposiciones de los tratados internacionales firmados por Colombia.

ARTÍCULO 155. SISTEMA ESTADÍSTICO NACIONAL. Modifíquese el artículo 160 de la
Ley 1753 de 2015, el cual quedará así:

Artículo 160. sistema estadístico nacional. Créase el Sistema Estadístico Nacional, en adelante
SEN, con el objetivo de suministrar a la sociedad y al Estado, estadísticas oficiales nacionales y
territoriales de calidad. El SEN utilizará los lenguajes y procedimientos comunes, respetando los
estándares estadísticos internacionales y los objetivos del código de buenas prácticas en materia
estadística. Además, el SEN optimizará el uso de los registros administrativos producidos por



todas las entidades que lo conforman y contribuirá con la transparencia, pertinencia,
interoperabilidad, acceso, oportunidad y coherencia de las estadísticas del país, con un enfoque
diferencial.

El Sistema Estadístico Nacional (SEN) estará integrado por las entidades que produzcan y
difundan estadísticas o sean responsables de registros administrativos, así:

1. Pertenecientes a las Ramas del Poder Público, en todos los niveles de la estructura estatal,
central o descentralizada por servicios o territorialmente; del orden nacional, departamental,
municipal y distrital.

2. Los órganos, organismos o entidades estatales independientes o autónomos de control.

3. Las personas jurídicas, públicas o privadas, que presten servicios públicos.

4. Cualquier persona jurídica o dependencia de persona jurídica que desempeñe función pública
o de autoridad pública.

5. Personas jurídicas que posean, produzcan o administren registros administrativos en el
desarrollo de su objeto social, que sean insumos necesarios para la producción de estadísticas
oficiales.

El Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) será el ente rector y por tanto
el coordinador y regulador del SEN. El DANE establecerá las condiciones y características que
deberán cumplir las estadísticas oficiales en Colombia, respetando los estándares internacionales
que usen las entidades productoras de estadísticas. Dichas condiciones y características serán
consignadas en el Plan Estadístico Nacional y otros actos administrativos proferidos por el
DANE, los cuales serán de obligatorio cumplimiento para los miembros del SEN.

El Plan Estadístico Nacional se expedirá cada cinco (5) años, previa concertación y socialización
a los integrantes del SEN; tendrá un enfoque diferencial y se actualizará cuando el DANE lo
considere pertinente previo aval del Consejo Asesor Técnico del Sistema Estadístico Nacional
del que habla el parágrafo 3 de este artículo. El Gobierno nacional reglamentará las demás
disposiciones relacionadas con el Plan Estadístico Nacional y las condiciones que garanticen el
intercambio de información y la calidad de las estadísticas de que trata este artículo.

PARÁGRAFO 1o. Para la producción y difusión de estadísticas oficiales y de conformidad con
la Ley 1266 de 2008 y la Ley 1712 de 2014, los integrantes del SEN deberán poner a disposición
del DANE, de manera inmediata y de forma gratuita, las bases de datos completas de los
registros administrativos que sean solicitados por el departamento, para lo cual no será oponible
la reserva legal, especialmente la contenida en el Estatuto Tributario. El DANE garantizará la
reserva y confidencialidad de la información en concordancia con el artículo 5o de la Ley 79 de
1993. Los Integrantes del SEN que incumplan u obstaculicen los requerimientos de información
realizados por el DANE, asociados a la entrega de bases de datos de los registros administrativos,
estarán sujetos a las sanciones y multas señaladas en el artículo 6o de la Ley 79 de 1993.

PARÁGRAFO 2o. Con el fin de garantizar y contribuir al fortalecimiento de la calidad y
coherencia de la información de que trata este artículo, los integrantes del SEN atenderán las
obligaciones derivadas de las evaluaciones y requisitos de calidad estadística establecidos por el
DANE. Adicionalmente, los integrantes del SEN podrán intercambiar información estadística,
hasta el nivel de microdato, de forma gratuita y oportuna, de acuerdo con la reglamentación que



para el efecto expida el Gobierno nacional. Las entidades que hagan parte del Intercambio de
información deben salvaguardar la confidencialidad y reserva de la misma.

PARÁGRAFO 3o. Con el fin de asesorar y evaluar el desarrollo del SEN y la producción
estadística nacional, créase el Consejo Asesor Técnico del Sistema Estadístico Nacional como
órgano de carácter consultivo. El Gobierno nacional reglamentará los principios, la composición
y funcionamiento de este consejo.

PARÁGRAFO 4o. Con el fin de garantizar una plena identificación y caracterización de la oferta
de información estadística en el país, los miembros del SEN estarán obligados a reportar la
creación, actualización y cualquier otra novedad en la producción y difusión de información
estadística o registros administrativos en el sistema informático que defina para este efecto el
DANE y de acuerdo con la periodicidad establecida en el Plan Estadístico Nacional. Este sistema
informático contendrá los metadatos de las operaciones estadísticas y de los registros
administrativos para aprovechamiento estadístico.

PARÁGRAFO 5o. El Gobierno nacional dispondrá de los recursos necesarios para que, bajo la
coordinación del DANE, las operaciones estadísticas que hacen parte del Sistema Estadístico
Nacional, aumenten su cobertura y difundan sus resultados con desagregación a nivel territorial
de distritos y municipios que sean capitales de departamentos y los departamentos de categoría
especial. En todo caso, deberá surtir una evaluación de viabilidad técnica a fin de preservar la
reserva estadística y atributos de calidad de la operación.

PARÁGRAFO 6o. El Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) brindará
asesoría y asistencia técnica en la formulación de Planes Estadísticos Territoriales, así como en
los lineamientos y estándares para la producción y difusión de información estadística en los
distritos y municipios que sean capitales de departamentos y los departamentos de categoría
especial.

ARTÍCULO 156. POTESTAD SANCIONATORIA DEL ICA E INFRACCIONES. El
Estado es el titular de la potestad sancionatoria en materia sanitaria, fitosanitaria, de inocuidad y
forestal comercial y la ejerce, sin perjuicio de las competencias legales de otras autoridades, a
través del Instituto Colombiano Agropecuario (ICA), conforme lo dispuesto en la presente ley.

Será infracción toda acción u omisión que contravenga las disposiciones establecidas en el
ordenamiento jurídico en materia sanitaria, fitosanitaria, de inocuidad y forestal comercial, en
especial cuando impida u obstruya el desarrollo o la ejecución de cualquiera de las siguientes
actividades:

1. Campañas de prevención, erradicación y manejo de plagas y enfermedades.

2. Desarrollo de cuarentena agropecuaria.

3. Actividades de inspección, vigilancia y control sanitario, fitosanitario y de inocuidad.

4. Diagnóstico, la vigilancia epidemiológica y sanitaria animal y vegetal.

5. Exportación e importación de animales, vegetales, sus productos y sus subproductos y
agroinsumos.

6. Control técnico de los insumos agropecuarios, material genético animal, vegetal y semillas



para siembra.

7. Operación de establecimientos comerciales agropecuarios.

8. Inscripción o expedición de certificados de movilización de plantaciones forestales
comerciales.

PARÁGRAFO 1o. La aplicación del régimen administrativo sancionatorio establecido en la
presente ley, por parte del Instituto Colombiano Agropecuario (ICA), se regirá por lo previsto en
el Título III de la Ley 1437 de 2011 y demás normas que lo modifiquen, adicionen o sustituyan.

Lo anterior, para asegurar el debido proceso en el trámite.

PARÁGRAFO 2o. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural en conjunto con Agrosavia y
el ICA, formularán un programa de fomento y apoyo a los sistemas locales de semillas para el
rescate, conservación, uso, promoción y protección de semillas criollas y nativas.

PARÁGRAFO 3o. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y el ICA rendirán informe
escrito, durante los meses de septiembre y abril de cada año, a las comisiones quintas de Senado
y Cámara sobre el avance del ICA en el fortalecimiento de sus competencias, en materia de
sanidad, y trazabilidad en materia agropecuaria.

ARTÍCULO 157. SANCIONES ADMINISTRATIVAS. Las infracciones a que se refiere la
presente ley serán objeto de sanción administrativa por parte del Instituto Colombiano
Agropecuario (ICA), sin perjuicio de las acciones penales y civiles a que haya lugar. Las
sanciones serán las siguientes:

1. Amonestación escrita o llamado de atención, con un plazo para que el infractor cese su
incumplimiento.

2. Multa, representada en salarios mínimos legales mensuales vigentes, que oscilan de acuerdo a
la gravedad de la conducta, desde un (1) salario hasta diez mil (10.000) salarios mínimos legales
mensuales vigentes, para la fecha de ocurrencia de los hechos.

El ICA podrá imponer multas sucesivas cuando corrobore que el sancionado ha persistido en su
incumplimiento.

3. La prohibición temporal o definitiva de la producción de especies animales y/o vegetales.

4. La suspensión o cancelación de registros, permisos, certificaciones o autorizaciones
concedidas por el ICA, hasta por el término de dos (2) años.

5. La suspensión o cancelación, hasta por el término de dos (2) años, de los servicios que el ICA
preste al infractor.

PARÁGRAFO 1o. Dependiendo de la gravedad de la infracción, el ICA podrá imponer una o
varias de las sanciones contempladas en la presente ley, atendiendo a los criterios de graduación
contenidos en el artículo 50 de la Ley 1437 de 2011. En todo caso, la imposición de las sanciones
aquí señaladas no exime al infractor del deber de ejecutar las acciones a que esté obligado.

PARÁGRAFO 2o. Los actos administrativos expedidos por el ICA que impongan sanciones
pecuniarias, una vez ejecutoriados, prestan mérito ejecutivo y su cobro podrá hacerse a través de



la jurisdicción coactiva.

PARÁGRAFO 3o. El no pago de la sanción pecuniaria dentro del término de cinco (5) días
siguientes a la ejecutoria del acto a través del cual se impone la sanción, o el incumplimiento al
acuerdo de pago suscrito con el Instituto Colombiano Agropecuario (ICA), dará lugar a la
liquidación y pago de intereses moratorios a la tasa prevista para el impuesto de renta y
complementarios.

PARÁGRAFO 4o. Las sumas recaudadas por concepto de multas ingresarán al Instituto
Colombiano Agropecuario (ICA), y serán considerados como ingresos propios de la Entidad para
financiar los planes y programas de control y vigilancia.

ARTÍCULO 158. TASA, SUJETO ACTIVO Y PASIVO Y HECHOS GENERADORES.
Créase la tasa para la recuperación de los costos de los servicios prestados por el Instituto
Colombiano Agropecuario (ICA), en ejercicio de su función misional, para garantizar y proteger
la sanidad animal, vegetal e inocuidad de la producción primaria.

El sujeto activo de la tasa creada por la presente ley será el Instituto Colombiano Agropecuario
(ICA). Tendrán la condición de sujeto pasivo de la tasa, las personas naturales o jurídicas que
soliciten cualquiera de los servicios prestados por el Instituto Colombiano Agropecuario (ICA).

Son hechos generadores de la tasa que se crea en la presente ley, los siguientes:

1. Expedición de registros, autorizaciones, habilitaciones, certificados, licencias, permisos,
remisiones, publicaciones, inscripciones y conceptos en materia sanitaria, fitosanitaria, de
inocuidad y forestal comercial.

2. Realización de pruebas de laboratorio analíticas y diagnósticas de enfermedades y plagas, de
verificación de requisitos técnicos de insumos agropecuarios y semillas y de detección de
residuos y contaminantes en productos agropecuarios.

3. Realización de inspección física y cuarentenas agropecuarias para importación, exportación y
reexportación.

PARÁGRAFO. La base para la liquidación de la tasa será el costo de los servicios
correspondientes a cada uno de los hechos generadores establecidos en el artículo anterior,
conforme la metodología de cálculo que establezca el Gobierno nacional.

ARTÍCULO 159. MÉTODO Y SISTEMA PARA LA DETERMINACIÓN DE LAS
TARIFAS. El Instituto Colombiano Agropecuario (ICA) fijará y actualizará anualmente las
tarifas de los servicios que preste, por cada uno de los hechos generadores de la tasa. Las tarifas
se fijarán en salarios mínimos legales diarios vigentes y se cobrarán como recuperación de los
costos de los servicios prestados por la entidad, para lo cual se utilizarán el siguiente método y
sistema, teniendo en cuenta los costos administrativos, financieros, directos e indirectos, de
operación y los costos de los programas de tecnificación.

A) Método

a) Elaboración y normalización de flujogramas para los diferentes procesos con el propósito de
determinar sus rutinas;



b) Cuantificación de los materiales, suministros y los demás insumos tecnológicos y de recurso
humano utilizados anualmente, en cada uno de los procesos y procedimientos definidos en el
literal anterior. Estos insumos deben incluir unos porcentajes de los gastos de administración
general del ICA cuantificados siguiendo las normas y principios aceptados de contabilidad de
costos;

c) Valoración a precios de mercado de los insumos descritos en el literal anterior para cada uno
de los procesos y procedimientos, incluidos los relativos a transporte y almacenamiento. Cuando
uno de los procedimientos deba contratarse con terceros, se tomará el valor del servicio
contratado;

d) Valoración del recurso humano utilizado directamente en la prestación del servicio, tomando
como base los salarios y prestaciones de la planta de personal del ICA, así como el valor de los
contratos que se celebren para el efecto;

e) Cuantificación de los costos en función de los equipos, técnicas y tecnologías disponibles para
la operación de los servicios;

f) Estimación de las frecuencias de utilización de los servicios. La frecuencia se entiende como el
número de operaciones o ejecuciones de cada uno de los servicios prestados por el ICA.

B) Sistema de costos

El sistema para definir las tarifas es un sistema de costos estandarizables, en el que la valoración
y ponderación de los factores que intervienen en su definición se realizará por medio de los
procedimientos de costeo técnicamente aceptados.

La tarifa para cada uno de los servicios prestados por el Instituto Colombiano Agropecuario
(ICA), será el resultado de sumar el valor de los insumos y de los recursos humanos utilizados,
de conformidad con los literales c), d) y e) del artículo anterior de esta ley, divididos cada uno
por la frecuencia de utilización de que trata el literal f) del mismo artículo.

PARÁGRAFO. El Gobierno nacional podrá revisar periódicamente los criterios para la
determinación de las tarifas considerando mejoras en eficiencia que puedan resultar en menores
costos en la prestación de los servicios a cargo del ICA, así como utilizar ponderaciones
regionales para la fijación de las tarifas.

ARTÍCULO 160. PAGO, RECAUDO Y DESTINACIÓN ESPECÍFICA DE LOS
RECURSOS. El sujeto pasivo o usuario deberá acreditar el pago de la tarifa correspondiente al
momento de solicitar el servicio al Instituto Colombiano Agropecuario (ICA).

El recaudo de las tarifas de que trata la presente ley estará a cargo del Instituto Colombiano
Agropecuario (ICA), y tendrá una destinación específica encaminada a la prevención, control y la
erradicación de enfermedades y plagas en animales y vegetales y la inocuidad en la producción
primaria.

PARÁGRAFO. Los recursos serán incorporados en el presupuesto del ICA de conformidad con
lo previsto en la Ley Orgánica de Presupuesto y se destinarán a financiar los programas de
prevención, control y erradicación.



ARTÍCULO 161. TASA POR LA REALIZACIÓN DE LA CONSULTA PREVIA. El
interesado en que se adelante una consulta previa deberá pagar al Ministerio del Interior- Fondo
de la Dirección de Consulta Previa que se constituya como patrimonio autónomo a través de un
contrato de fiducia mercantil, una tasa por los servicios de coordinación para la realización de la
consulta previa y por el uso y acceso a la información sobre presencia de comunidades. Los
recursos del cobro de esta tasa entrarán al Fondo de la Dirección de Consulta Previa y serán
utilizados para sufragar los servicios a los que hace referencia el presente artículo.

De conformidad con el artículo 338 de la Constitución Política, la tasa incluirá:

a) Los costos de honorarios de los profesionales necesarios para realizar la ruta metodológica y la
preconsulta, así como, los costos de viáticos y gastos de viaje de traslado de los mencionados
profesionales.

b) Los costos de honorarios de los profesionales necesarios para el desarrollo del procedimiento
de consulta previa, así como, los costos de viáticos y gastos de viaje de traslado de los
mencionados profesionales.

c) Los costos correspondientes al uso y acceso a la Información sobre presencia de comunidades.

Los costos señalados en el literal b) del presente artículo se calcularán de conformidad con la ruta
metodológica acordada entre las partes y la preconsulta. A este cálculo se adicionará un
porcentaje del 1% del valor inicial para imprevistos.

El costo señalado en el literal c) del presente artículo corresponderá al 1% del valor final de los
componentes a) y b).

El Ministerio del Interior deberá fijar anualmente el valor de los honorarios y viáticos de los
profesionales contratados para llevar a cabo el procedimiento de la consulta previa.

La tarifa será liquidada en dos etapas. En una primera se determinará el valor de los costos
señalados en el literal a) que deberá ser pagada antes del inicio del trámite. Una segunda
correspondiente a los numerales b) y c) dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al
acuerdo de la ruta metodológica.

SECCIÓN II.

PACTO POR EL EMPRENDIMIENTO, LA FORMALIZACIÓN Y LA PRODUCTIVIDAD:
UNA ECONOMÍA DINÁMICA, INCLUYENTE Y SOSTENIBLE QUE POTENCIE TODOS
NUESTROS TALENTOS.

ARTÍCULO 162. EMISIONES PARA PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS. El
Gobierno nacional creará un modelo de emisiones de acciones e instrumentos de crédito, hasta
584.000 Unidades de Valor Tributario (UVT) por cada emisor, para pequeñas y medianas
empresas, en el cual se establecerán condiciones que faciliten su proceso de emisión. Así mismo,
serán negociados a través de un sistema autorizado por la Superintendencia Financiera de
Colombia, al cual concurrirán inversionistas y emisores, para efectuar operaciones primarias y
secundarias de compra y venta. El Gobierno nacional reglamentará la materia.

ARTÍCULO 163. COLOMBIA PRODUCTIVA. Modifíquese el artículo 50 de la Ley 1450



de 2011, modificado por el artículo 11 de la Ley 1753 de 2015, el cual quedará así:

Artículo 50. Colombia Productiva. El Programa de Transformación Productiva, que en adelante
se llamará Colombia Productiva, será el encargado de promover la productividad, la
competitividad y los encadenamientos productivos para fortalecer cadenas de valor sostenibles;
implementar estrategias público-privadas que permitan el aprovechamiento de ventajas
comparativas y competitivas para afrontar los retos del mercado global; y, fortalecer las
capacidades empresariales, la sofisticación, la calidad y el valor agregado de los productos y
servicos, de acuerdo a la política que defina el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.

Los recursos que integrarán el patrimonio autónomo son los siguientes:

1. Recursos provenientes del Presupuesto General de la Nación.

2. Recursos aportados por las entidades nacionales, internacionales, territoriales o por
particulares a través de convenios o transferencias.

3. Donaciones.

4. Recursos de cooperación nacional o internacional.

5. Rendimientos financieros generados por los recursos entregados, los cuales se reinvertirán de
pleno derecho en el Patrimonio Autónomo.

6. Los dividendos que sean decretados en favor de la Nación por la Asamblea General de
Accionistas del Banco de Comercio Exterior (Bancoldex).

7. Los demás recursos que obtenga o se le asignen a cualquier título.

Este programa será un patrimonio autónomo con régimen privado y será administrado
directamente por el Banco de Comercio Exterior (Bancoldex), sus filiales o por la entidad que
defina el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.

Todas las referencias que se hayan hecho o que se hagan al Programa de Transformación
Productiva deben entenderse referidas a Colombia Productiva.

ARTÍCULO 164. FORTALECIMIENTO EMPRESARIAL DE LAS ORGANIZACIONES
DE LA ECONOMÍA SOLIDARIA. Le corresponderá al Gobierno nacional diseñar, formular e
implementar la política pública integral estatal para la promoción, planeación, protección,
fortalecimiento y desarrollo empresarial de las organizaciones de la economía solidaria,
determinadas en la Ley 454 de 1998; con especial énfasis en la economía solidaria rural y
campesina, por el fomento de la equidad de género, en favor de las madres cabeza de hogar y por
el emprendimiento y asociatividad de la juventud y los trabajadores. La política pública
establecerá los mecanismos para el fomento y desarrollo del servicio de ahorro y crédito solidario
que mediante los Fondos de Empleados se construyen a nivel nacional.

PARÁGRAFO 1o. Para el efecto se creará la Comisión Intersectorial para la Economía Solidaria
en la cual confluirán e interactuarán las diversas entidades del orden nacional de la rama
ejecutiva con el objetivo de coordinar y armonizar las políticas, planes programas y acciones
necesarias para la ejecución transversal e integral de la política pública de la economía solidaria y
su articulación con otras políticas de desarrollo económico y empresarial.



PARÁGRAFO 2o. En la política de la que trata este artículo, el Gobierno nacional deberá
diseñar los incentivos y estrategias para las empresas que fomenten la creación, desarrollo y
subvención de Fondos de Em pleados que beneficien directa e indirectamente a sus trabajadores
con el ánimo de incrementar actores dentro de la economía solidaria en el territorio nacional.

ARTÍCULO 165. LÍNEAS DE CRÉDITO PARA INVERSIÓN EN ACTIVIDADES DE
CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN. Podrán destinarse recursos públicos que
pertenezcan a fondos de Ciencia, Tecnología e Innovación para apalancar inversión privada en
actividades de Ciencia, Tecnología e Innovación, haciendo uso de líneas de crédito a través de
entidades financieras de segundo piso.

PARÁGRAFO. Como apoyo a estas entidades se crearán centros de dinamización financiera que
direccionen e incentiven a las empresas para acceder y obtener los recursos públicos existentes
para fines de ciencia, tecnología e innovación.

ARTÍCULO 166. CONSTITUCIÓN DE EMPRESAS DE DESARROLLOS
TECNOLÓGICOS INNOVADORES. Quienes se propongan implementar desarrollos
tecnológicos innovadores para realizar actividades propias de las entidades vigiladas por la
Superintendencia Financiera, podrán constituir una de estas entidades y obtener un certificado
para operar temporalmente, de acuerdo con las condiciones, requisitos y requerimientos
prudenciales, incluyendo la determinación o aplicación de capitales mínimos, de acuerdo con la
reglamentación que para el efecto expida el Gobierno nacional. Dicho certificado de operación
temporal no excederá de dos (2) años y podrá ser revocado en cualquier momento por la
Superintendencia Financiera.

La Superintendencia Financiera autorizará la constitución de estas entidades y otorgará el
respectivo certificado de funcionamiento, conforme al procedimiento que se establezca para el
efecto. En desarrollo de esta disposición, el Gobierno nacional podrá determinar los montos
mínimos de capital que deberán acreditarse para solicitar la constitución de las entidades
sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Financiera de Colombia, el cual podrá
estar diferenciado en función de las operaciones autorizadas por la Superintendencia Financiera
de Colombia, en los términos del numeral 2 del artículo 53 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero.

PARÁGRAFO 1o. Con sujeción a las condiciones, requisitos y requerimientos prudenciales que
establezca la reglamentación a la que se refiere el presente artículo, las entidades vigiladas por la
Superintendencia Financiera de Colombia podrán implementar desarrollos tecnológicos
innovadores para probar temporalmente nuevos productos o servicios, bajo la supervisión de
dicha Superintendencia, por el término indicado en este artículo.

PARÁGRAFO 2o. El Gobierno nacional a través de la Comisión Intersectorial para la Inclusión
Financiera articulará las medidas y políticas tendientes a desarrollar mecanismos de financiación
para empresas y emprendedores, con el propósito de evitar duplicidad y que se diseñen
instrumentos adecuados para las diferentes etapas de desarrollo empresarial.

ARTÍCULO 167. BIENES INTANGIBLES O DERECHOS DE PROPIEDAD
INTELECTUAL DE LAS ENTIDADES PÚBLICAS. La entidad pública que sea titular de
bienes intangibles y derechos de propiedad intelectual podrá negociar su explotación comercial.



Los beneficios o regalías que se generen de la explotación comercial del bien intangible o
derecho de propiedad intelectual de titularidad de la entidad pública, deberán ser destinados para
el apoyo e inversión a los programas, proyectos, actividades e iniciativas de ciencia, tecnología e
innovación de la entidad pública. Para lo anterior, la entidad pública podrá suscribir convenios de
ejecución con fondos o fiducias que garanticen dicha destinación.

Para aquellas entidades públicas que no desarrollen o ejecuten programas, proyectos, actividades
e iniciativas de ciencia, tecnología e innovación, los beneficios o regalías que genere la
explotación comercial de sus bienes intangibles o propiedad intelectual, deberá ser destinada a la
promoción de industrias creativas de conformidad con el artículo 2o de la Ley 1834 de 2017.

ARTÍCULO 168. CRÉDITO FISCAL PARA INVERSIONES EN PROYECTOS DE
INVESTIGACIÓN, DESARROLLO TECNOLÓGICO E INNOVACIÓN O VINCULACIÓN
DE CAPITAL HUMANO DE ALTO NIVEL. Adiciónese al Libro Primero, Título I, Capítulo X
del Estatuto Tributario el artículo 256-1, así:

Artículo 256-1. Crédito fiscal para inversiones en proyectos de investigación, desarrollo
tecnológico e innovación o vinculación de capital humano de alto nivel. Las inversiones que
realicen las Micro, Pequeñas y Medianas empresas en proyectos calificados como de
Investigación, Desarrollo Tecnológico e Innovación, de acuerdo con los criterios y condiciones
definidas por el Consejo Nacional de Beneficios Tributarios en Ciencia, Tecnología e Innovación
(CNBT), podrán acceder a un crédito fiscal por un valor del 50% de la inversión realizada y
certificada por el CNBT aplicable para la compensación de impuestos nacionales. El crédito
fiscal aquí establecido no generará saldo a favor susceptible de devolución, excepto únicamente
respecto de lo previsto en los parágrafos 3 y 4 del presente artículo.

Igual tratamiento será aplicable a la remuneración correspondiente a la vinculación de personal
con título de doctorado en las Mipymes, que se realice con posterioridad a la expedición de la
presente ley, siempre y cuando se cumplan con los criterios y condiciones definidos por el CNBT
para tal fin y su vinculación esté asociada al desarrollo de actividades de I+D+i. El crédito fiscal
corresponde al 50% de la remuneración efectivamente pagada durante la vigencia fiscal y deberá
solicitarse cada año una vez demostrada la vinculación del personal con título de doctorado. Para
el caso de títulos de doctorado obtenidos en el exterior, se deberán cumplir los requisitos de
convalidación previstos en la normatividad vigente, de manera previa a su vinculación.

PARÁGRAFO 1o. Los proyectos presentados y calificados bajo la modalidad de crédito fiscal no
podrán acceder a la deducción y descuento definido en el artículo 158-1 y 256 del Estatuto
Tributario, respectivamente. Igual tratamiento aplica para la remuneración derivada de la
vinculación del nuevo personal con título de doctorado.

PARÁGRAFO 2o. El CNBT definirá el cupo máximo de inversiones que podrá certificar bajo
esta modalidad, el cual hará parte del cupo establecido en el parágrafo 1 del artículo 158-1 del
Estatuto Tributario.

PARÁGRAFO 3o. Las micro, pequeñas y medianas empresas que cuenten con créditos fiscales
vigentes superiores a mil UVT (1000 UVT) por inversiones en proyectos calificados como de
Investigación, Desarrollo Tecnológico e Innovación, de acuerdo con los criterios y condiciones
definidas por el Consejo Nacional de Beneficios Tributarios en Ciencia, Tecnología e Innovación
(CNBT), podrán solicitar Títulos de Devolución de Impuestos (TIDIS) por el valor del crédito



fiscal.

PARÁGRAFO 4o. La remuneración pagada por la vinculación de personal con título de
doctorado en las Mipymes podrá ser solicitada como TIDIS (Títulos de Devolución de
Impuestos) siempre y cuando se cumplan con los criterios y condiciones definidos por el Consejo
Nacional de Beneficios Tributarios y cuenten con un crédito fiscal vigente superior a los 1000
UVT.

PARÁGRAFO 5o. Los créditos fiscales tendrán una vigencia de dos años una vez expedido el
respectivo certificado.

ARTÍCULO 169. DERECHOS DE PROPIEDAD INTELECTUAL SOBRE RESULTADOS
DE PROGRAMAS Y PROYECTOS DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN Y DE
TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LAS COMUNICACIONES FINANCIADOS
CON RECURSOS PÚBLICOS. En los casos de proyectos de investigación y desarrollo de
ciencia, tecnología e innovación y de tecnologías de la información y las comunicaciones,
adelantados con recursos públicos, el Estado como titular de los derechos de propiedad
intelectual derivados de estos proyectos podrá ceder dichos derechos a través de la entidad
financiadora, y autorizará su transferencia, comercialización y explotación a quien adelante y
ejecute el proyecto, sin que ello le constituya daño patri monial. Las condiciones de esta cesión
serán fijadas en el respectivo contrato o convenio.

En todo caso, el Estado, a través de la entidad financiadora, se reserva el derecho de obtener una
licencia no exclusiva y gratuita de estos derechos de propiedad intelectual por motivos de interés
público. Así mismo, en caso de presentarse motivos de seguridad y defensa nacional, el titular de
los derechos de propiedad intelectual deberá ceder a título gratuito y sin limitación alguna al
Estado, los derechos de propiedad intelectual que le correspondan. Los derechos de propiedad
intelectual a ceder, así como sus condiciones de uso, serán fijados en el respectivo contrato o
convenio.

PARÁGRAFO. Cuando en el respectivo contrato o convenio se defina que el titular de derechos
de propiedad intelectual es quien adelante y ejecute el proyecto, y este realice la explotación de
dichos derechos, obteniendo ganancias económicas, deberá garantizar al Estado, a través de la
entidad financiadora, un porcentaje de las ganancias netas obtenidas en la explotación de la
propiedad intelectual de la cual es titular, porcentaje que deberá ser acordado por mutuo acuerdo
con el Estado, a través de la entidad financiadora. El Estado a través de la entidad financiadora,
deberá invertir los dineros obtenidos, en programas y proyectos de Ciencia, Tecnología e
Innovación y de tecnologías de la información y las comunicaciones.

ARTÍCULO 170. DEDUCCIÓN POR DONACIONES E INVERSIONES EN
INVESTIGACIÓN, DESARROLLO TECNOLÓGICO E INNOVACIÓN. Modifíquese el
artículo 158-1 del Estatuto Tributario, modificado por el artículo 91 de la Ley 1819 de 2016, el
cual quedará así:

Artículo 158-1. Deducción por donaciones e inversiones en investigación, desarrollo tecnológico
e innovación. Las inversiones que se realicen en investigación, desarrollo tecnológico e
innovación, de acuerdo con los criterios y las condiciones señaladas por el Consejo Nacional de
Beneficios Tributarios en Ciencia, Tecnología e Innovación (CNBT), serán deducidles en el
período gravable en que se realicen. Lo anterior, no excluye la aplicación del descuento de que



trata el artículo 256 del Estatuto Tributario cuando se cumplan las condiciones y requisitos allí
previstos.

El mismo tratamiento previsto en este artículo será aplicable en los siguientes casos: i) a las
donaciones que se realicen por intermedio de las Instituciones de Educación Superior o del
Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior (Icetex) dirigidas
a programas de becas o créditos condonables que sean aprobados por el Ministerio de Educación
Nacional, y que beneficien a estudiantes de estratos 1, 2 y 3 a través de becas de estudio total o
parcial, o créditos condonables que podrán incluir manutención, hospedaje, transporte, matrícula,
útiles y libros, de acuerdo a la reglamentación expedida por el Gobierno nacional respecto de las
condiciones de asignación y funcionamiento de los programas de becas y créditos condonables a
los que hace referencia el presente artículo, i) <sic, ii)> a las donaciones recibidas por el Fondo
Nacional de Financiamiento para la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, Fondo Francisco
José de Caldas, y que sean destinadas al financiamiento de Programas y/o Proyectos de Ciencia,
Tecnología e Innovación, de acuerdo con los criterios y las condiciones señaladas por el Consejo
Nacional de Beneficios Tributarios en Ciencia, Tecnología e Innovación (CNBT), y iii) a la
remuneración correspondiente a la vinculación de personal con título de Doctorado en las
empresas contribuyentes de renta, que se realice con posterioridad a la expedición de la presente
ley, siempre y cuando se cumplan con los criterios y condiciones definidos por el CNBT para tal
fin y su vinculación esté asociada al desarrollo de actividades de I+D+i. Para el caso de títulos de
Doctorado obtenidos en el exterior, se deberán cumplir los requisitos de convalidación previstos
en la normatividad vigente, de manera previa a su vinculación.

PARÁGRAFO 1o. El Consejo Nacional de Beneficios Tributarios en Ciencia, Tecnología e
Innovación (CNBT) definirá anualmente un monto máximo total de la deducción prevista en el
presente artículo y del descuento establecido en el artículo 256 del Estatuto Tributario y del
Crédito Fiscal por Inversiones en CTel, así como el monto máximo anual que individualmente
pueden solicitar las empresas como deducción y descuento por inversiones o donaciones de que
trata el Parágrafo 2 del artículo 256 del Estatuto Tributario, efectivamente realizadas en el año.
El Gobierno nacional definirá mediante reglamento que un porcentaje específico del monto
máximo total de la deducción de que trata el presente artículo y del descuento de que trata el
artículo 256 del Estatuto Tributario, se invierta en proyectos de investigación, desarrollo
tecnológico e innovación en Pequeñas y medianas empresas (Pymes).

Cuando se presenten proyectos en CT+I que establezcan inversiones superiores al monto
señalado anteriormente, el contribuyente podrá solicitar al CNBT la ampliación de dicho tope,
justificando los beneficios y la conveniencia del mismo. En los casos de proyectos plurianuales,
el monto máximo establecido en este inciso se mantendrá vigente durante los años de ejecución
del proyecto calificado, sin perjuicio de tomar en un año un valor superior, cuando el CNBT
establezca un monto superior al mismo para dicho año.

PARÁGRAFO 2o. Los costos y gastos que dan lugar a la deducción de que trata este artículo y al
descuento del artículo 256 del Estatuto Tributario, no podrán ser capitalizados ni tomados como
costo o deducción nuevamente por el mismo contribuyente.

PARÁGRAFO 3o. Los contribuyentes del impuesto sobre la renta y complementarios que hayan
accedido al beneficio contemplado en el artículo 158-1 del Estatuto Tributario antes de 31 de
diciembre de 2016 en un proyecto plurianual, conservarán las condiciones previstas al momento
de obtener la aprobación por parte del CNBT respecto del proyecto correspondiente. Las
inversiones en los proyectos de que trata este Parágrafo, no se someten a lo previsto en el artículo



256 del Estatuto Tributario.

PARÁGRAFO 4o. La deducción prevista por la remuneración de personal con título de
doctorado se causará cuando dicho personal no esté vinculado a los proyectos a los que hace
mención el presente artículo en su primer inciso.

ARTÍCULO 171. DESCUENTO PARA INVERSIONES Y DONACIONES REALIZADAS
EN INVESTIGACIÓN, DESARROLLO TECNOLÓGICO O INNOVACIÓN. Modifíquese el
artículo 256 del Estatuto Tributario, modificado por el artículo 104 de la Ley 1819 de 2016, el
cual quedará así;

Artículo 256. Descuento para inversiones realizadas en investigación, desarrollo tecnológico o
innovación. Las personas que realicen inversiones en proyectos calificados por el Consejo
Nacional de Beneficios Tributarios en Ciencia y Tecnología en Innovación como de
investigación, desarrollo tecnológico o innovación, de acuerdo con los criterios y condiciones
definidas por dicho Consejo, tendrán derecho a descontar de su impuesto sobre la renta a cargo el
25% del valor invertido en dichos proyectos en el período gravable en que se realizó la inversión.

Las inversiones de que trata este artículo, podrán ser realizadas a través de los actores
reconocidos por Colciencias de acuerdo con la normatividad vigente. El Consejo Nacional de
Beneficios Tributarios, definirá los procedimientos de control, seguimiento y evaluación de los
proyectos calificados, y las condiciones para garantizar la divulgación de los resultados de los
proyectos calificados, sin perjuicio de la aplicación de las normas sobre propiedad intelectual, y
que además servirán de mecanismo de control de la inversión de los recursos.

PARÁGRAFO 1o. Para que proceda el descuento de que trata el presente artículo, al calificar el
proyecto se deberán tener en cuenta criterios de impacto ambiental.

PARÁGRAFO 2o. El mismo tratamiento previsto en este artículo será aplicable en los siguientes
casos: i) a las donaciones hechas a programas creados por las instituciones de educación
superior, o del Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior
(Icetex) dirigidas a programas de becas o créditos condonables que sean aprobados por el
Ministerio de Educación Nacional y que beneficien a estudiantes de estratos 1, 2 y 3 a través de
becas de estudio total o parcial o créditos condonables que podrán incluir manutención,
hospedaje, transporte, matrícula, útiles y libros de acuerdo a la reglamentación expedida por el
Gobierno nacional respecto de las condiciones de asignación y funcionamiento de los programas
de becas y créditos condonables a los que se refiere el presente artículo, ii) a las donaciones
recibidas por el Fondo Nacional de Financiamiento para la Ciencia, la Tecnología y la
Innovación, Fondo Francisco José de Caldas, y que sean destinadas al financiamiento de
Programas y/o Proyectos de Ciencia, Tecnología e Innovación, de acuerdo con los criterios y las
condiciones señaladas por el Consejo Nacional de Beneficios Tributarios en Ciencia, Tecnología
e Innovación (CNBT), y iii) a la remuneración correspondiente a la vinculación de personal con
título de doctorado en las empresas contribuyentes de renta, que se realice con posterioridad a la
expedición de la presente ley, siempre y cuando se cumplan con los criterios y condiciones
definidos por el CNBT para tal fin y su vinculación esté asociada al desarrollo de actividades de
I+D+i. Para el caso de títulos de Doctorado obtenidos en el exterior, se deberán cumplir los
requisitos de convalidación previstos en la normatividad vigente, de manera previa a su
vinculación.

PARÁGRAFO 3o. El descuento previsto por la remuneración de personal con título de



doctorado se causará cuando dicho personal no esté vinculado a los proyectos a los que hace
mención el presente artículo en su primer inciso.

PARÁGRAFO 4o. El descuento aquí previsto se somete a lo establecido en los parágrafos 1 y 2
del artículo 158-1 del Estatuto Tributario.

ARTÍCULO 172. SISTEMA NACIONAL DE COMPETITIVIDAD E INNOVACIÓN
(SNCI). Créese el Sistema Nacional de Competitividad e Innovación (SNCI) con el objetivo de
fortalecer la competitividad, en el marco de este sistema y a través de la Comisión Nacional de
Competitividad e Innovación, se articularán los siguientes sistemas: el Sistema Nacional de
Ciencia, Tecnología e Innovación (SNCTI); el Sistema Nacional de Innovación Agropecuaria
(SNIA); la Comisión Intersectorial de Propiedad Intelectual (CIPI); el Consejo Nacional de
Economía Naranja (CNEN); el Sistema Nacional Ambiental (SINA) y los demás sistemas,
órganos e instancias relacionadas con competitividad, productividad e innovación, y coordinar la
elaboración, implementación y seguimiento de la agenda Nacional de Competitividad e
Innovación.

Las distintas instancias regionales, departamentales y territoriales de los sistemas que coordinan
en la Comisión Nacional de Competitividad e Innovación se articularán en las Comisiones
Regionales de Competitividad e Innovación con el objetivo de fortalecer la competitividad.

Las comisiones Regionales de Competitividad e Innovación promoverán la implementación de la
Agenda Departamental de Competitividad e Innovación, la cual se articulará con la Agenda
Nacional en el marco del Sistema Nacional de Competitividad e Innovación.

PARÁGRAFO 1o. La coordinación general y secretaria técnica de la Comisión Nacional de
Competitividad e Innovación estará a cargo del Departamento Administrativo de la Presidencia
de la República.

PARÁGRAFO 2o. El Gobierno nacional reglamentará la organización, articulación y
funcionamiento del Sistema Nacional de Competitividad e Innovación.

ARTÍCULO 173. INNOVACIÓN E IMPLEMENTACIÓN DE NUEVAS TECNOLOGÍAS
EN PROYECTOS DE INFRAESTRUCTURA DE TRANSPORTE. Para la promoción del
emprendimiento, investigación y desarrollo de nuevas tecnologías e innovación en la
infraestructura de transporte, el Invías podrá incentivar la promoción del uso de nuevas
tecnologías, mediante la cofinanciación de ejecución de tramos de prueba, con cargo a los
presupuestos de los respectivos proyectos de infraestructura en desarrollo de los respectivos
contratos.

PARÁGRAFO. La regulación técnica para la implementación, estandarización, seguimiento,
metodologías y protocolos de nuevas tecnologías para la intervención de la infraestructura de
transporte, se definirá por el Invías.

ARTÍCULO 174. INCENTIVOS A LA GENERACIÓN DE ENERGÍA ELÉCTRICA CON
FUENTES NO CONVENCIONALES (FNCE). Modifíquese el artículo 11 de la Ley 1715 de
2014, el cual quedará así:

Artículo 11. Incentivos a la generación de energía eléctrica con fuentes no convencionales



(FNCE). Como Fomento a la Investigación, desarrollo e inversión en el ámbito de la producción
de energía eléctrica con FNCE y la gestión eficiente de la energía, los obligados a declarar renta
que realicen directamente inversiones en este sentido, tendrán derecho a deducir de su renta, en
un período no mayor de 15 años, contados a partir del año gravable siguiente en el que haya
entrado en operación la inversión, el 50% del total de la inversión realizada.

El valor a deducir por este concepto en ningún caso podrá ser superior al 50% de la Renta
Líquida del contribuyente, determinada antes de restar el valor de la inversión.

Para los efectos de la obtención del presente beneficio tributario, la inversión causante del mismo
deberá ser certificada como proyecto de generación de energía eléctrica a partir de FNCE por la
Unidad de Planeación Minero Energética (UPME).

ARTÍCULO 175. PARTIDAS ARANCELARIAS PARA PROYECTOS DE ENERGÍA
SOLAR. Adiciónense las siguientes partidas arancelarias al cuadro del primer inciso del artículo
424 del Estatuto Tributario:

- 85.04.40.90.90 Inversor de energía para sistema de energía solar con paneles.

- 85.41.40.10.00 Paneles solares.

- 90.32.89.90.00 Controlador de carga para sistema de energía solar con paneles.

ARTÍCULO 176. DEL ESTABLECIMIENTO DEL SEGURO AGROPECUARIO. Mediante
el cual se modifica el artículo 1o de la Ley 69 de 1993.

Artículo 1o. Del establecimiento del seguro agropecuario. Establézcase el seguro agropecuario en
Colombia, como instrumento para incentivar y proteger la producción de alimentos, buscar el
mejoramiento económico del sector agropecuario, promover el ordenamiento económico del
sector agropecuario y como estrategia para coadyuvar al desarrollo global del país.

El objeto del seguro es la protección de la totalidad o parte de las inversiones agropecuarias
financiadas con recursos de crédito provenientes del sistema nacional de crédito agropecuario o
con recursos propios del productor. El seguro agropecuario podrá abarcar tanto el daño
emergente como el lucro cesante, previendo las necesidades de producción y comercialización, y
el desarrollo integral del sector económico primario.

PARÁGRAFO 1o. El seguro agropecuario podrá ofrecerse bajo la modalidad de seguro
paramétrico, de manera que el pago de la indemnización se hará exigible ante la realización de
un índice definido en el contrato de seguro.

Esta modalidad de seguro podrá ser tomada por cualquier persona natural o jurídica de derecho
privado o de derecho público. En este último caso, la entidad de derecho público podrá actuar
como tomador, asegurado y/o beneficiario del seguro agropecuario paramétrico, asumir el pago
de la prima del seguro y disponer de los recursos recibidos por concepto de indemnización para
resarcir a las personas o infraestructura afectada por el riesgo amparado en el seguro. En este
último caso, tal erogación se entenderá como gasto público social.

PARÁGRAFO 2o. La Comisión Nacional de Crédito Agropecuario definirá las condiciones para
acceder al Incentivo al Seguro Agropecuario bajo la modalidad de seguro paramétrico o por



índice, con el fin de garantizar que el diseño del incentivo apoye la política de Gestión de
Riesgos Agropecuarios trazada por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.

ARTÍCULO 177. PRÓRROGA DE LA LEY 1556 DE 2012. Prorróguese la vigencia de la
Ley 1556 de 2012 y del Fondo Fílmico Colombia allí establecido, hasta el 9 de julio de 2032. El
Gobierno nacional promoverá la inclusión de las partidas presupuestales necesarias, convenientes
y crecientes a los fines del Fondo Fílmico Colombia, teniendo en consideración la relación
positiva de los aportes nacionales por la contraprestación allí establecida y la inversión real en
servicios locales, imagen de país y otros fines de la referida Ley.

PARÁGRAFO. La contraprestación del Fondo Fílmico Colombia establecida en la Ley 1556 de
2012, puede otorgarse igualmente a otros géneros audiovisuales realizados en Colombia
conforme al Manual de Asignación de Recursos que expide el Comité Promoción Fílmica
Colombia. No menos de un cincuenta por ciento (50%) del Fondo Fílmico Colombia será
asignado a obras cinematográficas, salvo que no haya postulaciones suficientes o avaladas por el
Comité Promoción Fílmica Colombia.

ARTÍCULO 178. CONTRAPRESTACIÓN Y ESTÍMULO A LA PRODUCCIÓN DE
OBRAS AUDIOVISUALES EN COLOMBIA. Modifíquese el artículo 9o de la Ley 1556 de
2012, el cual quedará así:

Artículo 9o. Contraprestación y estímulo a la producción de obras audiovisuales en Colombia.
Las empresas productoras de obras audiovisuales, rodadas total o parcialmente dentro del
territorio colombiano que celebren los Contratos Filmación Colombia, tendrán una contra
prestación equivalente al cuarenta por ciento (40%) del valor de los gastos realizados en el país
por concepto de servicios cinematográficos contratados con sociedades colombianas de servicios
cinematográficos y al veinte por ciento (20%) del valor de los gastos en hotelería, alimentación y
transporte, siempre y cuando se cumplan las condiciones establecidas en el manual de asignación
de recursos.

Las obras audiovisuales no nacionales de cualquier género o formato, producidas o
posproducidas en Colombia de manera total o parcial cuando sean previamente aprobadas por el
Comité Promoción Fílmica Colombia, darán derecho a la solicitud de un Certificado de Inversión
Audiovisual en Colombia, descontable del impuesto de renta hasta por un valor equivalente al
treinta y cinco por ciento (35%) del valor de la inversión que realicen en Colombia.

Para poder acceder al Certificado de Inversión Audiovisual en Colombia debe demostrarse que la
inversión se realizó sobre la contratación de personas naturales o jurídicas colombianas que
provean servicios audiovisuales necesarios para las diversas etapas de la realización, producción
o posproducción, incluidos servicios de hotelería, alimentación y transporte para la obra
respectiva.

PARÁGRAFO 1o. En el caso de las empresas productoras de obras cinematográficas nacionales,
estas podrán o no realizar la contratación a través de sociedades colombianas de servicios
cinematográficos.

PARÁGRAFO 2o. El titular o productor cinematográfico deberá garantizar integralmente al
personal que contrate o vincule laboralmente en el país, los derechos y prestaciones sociales
consagrados en la legislación colombiana.



PARÁGRAFO 3o. Las obras audiovisuales a las que se refiere este artículo podrán optar por la
contraprestación o el certificado. Ambos mecanismos de estímulo no son compatibles en una
misma obra.

PARÁGRAFO 4o. El Certificado de Inversión Audiovisual en Colombia es un valor negociable
que se emite a nombre del productor extranjero responsable del proyecto, el cual puede
negociarlo con personas naturales o jurídicas declarantes del impuesto de renta en Colombia. El
ingreso que obtenga el productor extranjero por la transferencia del Certificado no constituye
para él ingreso tributario en Colombia, y no es susceptible de retención en la fuente en el país.

PARÁGRAFO 5o. Para el uso del certificado de inversión audiovisual el Gobierno nacional
reglamentará la materia.

PARÁGRAFO 6o. El Comité Promoción Fílmica Colombia fijará en los dos últimos meses de
cada año, el monto máximo de Certificados de Inversión Audiovisual en Colombia que podrán
otorgarse en el año calendario siguiente, en perspectiva de las condiciones de sector audiovisual,
así como el monto mínimo de las inversiones requeridas en el país, el porcentaje de inversión
para la operación del sistema de evaluación, seguimiento de proyectos y otorgamiento de los
Certificados sin superar un cinco por ciento (5%), requisitos de inversión, sectores audiovisuales
destinatarios y demás aspectos operativos correspondientes. El manejo del sistema pertinente de
evaluación, seguimiento de proyectos y emisión de los Certificados podrá hacerse, de ser preciso
según decisión del Ministerio de Cultura, mediante un contrato de asociación o cooperación con
una entidad sin ánimo de lucro afín con los propósitos de esta Ley.

El Manual de Asignación de Recursos que corresponde expedir al Comité Promoción Fílmica
Colombia determinará mecanismos similares de operatividad para el sistema de contraprestación
del Fondo Fílmico Colombia y el de los Certificados de Inversión Audiovisual en Colombia.

ARTÍCULO 179. ÁREAS DE DESARROLLO NARANJA. Se entiende por áreas de
desarrollo naranja (ADN) los espacios geográficos que sean delimitados y reconocidos a través
de instrumentos de ordenamiento territorial o decisiones administrativas de la entidad territorial,
que tengan por objeto incentivar y fortalecer las actividades culturales y creativas previstas en el
artículo 2o de la Ley 1834 de 2017. Las ADN basadas en la oferta cultural y creativa son
espacios que operan como centros de actividad económica y creativa, contribuyen a la
renovación urbana y al mejoramiento del área de ubicación, crean un ambiente propicio en el que
confluyen iniciativas en estos campos, fortalecen el emprendimiento, el empleo basado en la
creatividad, el turismo, la recuperación del patrimonio cultural construido, la conservación
medioambiental, la transferencia de conocimientos, el sentido de pertenencia, la inclusión social
y el acceso ciudadano a la oferta cultural y creativa.

Para el desarrollo de cada ADN la autoridad competente podrá definir las actividades culturales y
creativas a desarrollar, así como los beneficios normativos y tributarios respectivos.

Para estimular la localización de actividades culturales y creativas en los espacios identificados y
crear un ambiente que permita atraer la inversión para mejoras locativas, se podrá promover la
exención de un porcentaje del impuesto predial por un tiempo establecido, la exención de un
porcentaje del impuesto por la compra o venta de inmuebles y la exención del pago del impuesto
de delineación urbana.

En todo caso, las autoridades competentes deben establecer los procedimientos de identificación



y registro de los beneficiarios, los procedimientos legales para su operación y los mecanismos de
control y seguimiento pertinentes.

En la identificación de los beneficiarios se tendrá en cuenta a los residentes de la zona y a
aquellos que realizan allí sus actividades culturales y creativas, para buscar un equilibrio con la
inversión público y privada que se atraiga.

PARÁGRAFO. Las inversiones que se realicen en Áreas de Desarrollo Naranja (ADN) tendrán
el mismo beneficio de obras por impuestos previsto en el artículo 71 de la Ley 1943 de 2018, que
adiciona el artículo 800-1 al Estatuto Tributario. Las entidades estales declarantes de renta y los
particulares que participen en asociaciones público privadas regidas por la Ley 1508 de 2012
para la realización de proyectos de economía creativa y que desarrollen infraestructuras en la
forma descrita en el precitado artículo 71, también serán destinatarias de este mecanismo.

Las instancias de evaluación, viabilización y aprobación deberán contar con el concepto previo
favorable del Ministerio de Cultura. Esta entidad deberá conformar un banco de proyectos
susceptibles de contar con viabilidad técnica y presupuestal para recibir el amparo de que trata
este artículo y que puedan llevarse a cabo en las ADN que se establezcan.

El Gobierno nacional reglamentará lo previsto en este artículo y tendrá la facultad para definir los
topes o montos máximos de los proyectos beneficiarios de obras por impuestos en Áreas de
Desarrollo Naranja.

ARTÍCULO 180. PROYECTOS DE ECONOMÍA CREATIVA. El Ministerio de Cultura
podrá realizar una convocatoria anual de proyectos de economía creativa en los campos definidos
en el artículo 2o de la Ley 1834 de 2017, así como planes especiales de salvaguardia de
manifestaciones culturales incorporadas a listas representativas de patrimonio cultural inmaterial
acordes con la Ley 1185 de 2008, e infraestructura de espectáculos públicos de artes escénicas
previstos en el artículo 4o de la Ley 1493 de 2011, respecto de las cuales las inversiones o
donaciones recibirán similar deducción a la prevista en el artículo 195 de la Ley 1607 de 2012.
Los certificados de inversión que se generen para amparar el incentivo serán a la orden
negociables en el mercado.

El Consejo Nacional de la Economía Naranja establecerá un cupo anual máximo para estos
efectos.

PARÁGRAFO 1o. El Ministerio de Cultura podrá definir, de considerarlo necesario, que la
convocatoria se realice por intermedio de una entidad sin ánimo de lucro adscrita a esa entidad,
para lo cual celebrará de manera directa el respectivo convenio. Las inversiones o donaciones
que se canalicen mediante el mecanismo previsto en este artículo deberán cubrir los costos que la
convocatoria demande.

PARÁGRAFO 2o. El Gobierno nacional reglamentará la materia teniendo en perspectiva las
tipologías de proyectos y sectores susceptibles de ser destinatarios del incentivo, los montos
máximos que pueden ser cobijados con el mismo. En el caso de los proyectos diferentes a los de
artes y patrimonio, el incentivo de que trata el presente artículo solo será aplicable para proyectos
presentados por micro, pequeñas y medianas empresas.

ARTÍCULO 181. ACUERDOS SOBRE DERECHOS PATRIMONIALES. Modifíquese el



artículo 183 de la Ley 23 de 1982, el cual quedará así:

Artículo 183. Acuerdos sobre derechos patrimoniales. Los acuerdos sobre derechos patrimoniales
de autor o conexos, deberán guiarse por las siguientes reglas:

Los derechos patrimoniales de autor o conexos pueden transferirse, o licenciarse por acto entre
vivos, quedando limitada dicha transferencia o licencia a las modalidades de explotación
previstas y al tiempo y ámbito territorial que se determinen contractualmente.

La falta de mención del tiempo limita la transferencia o licencia a cinco (5) años, y la del ámbito
territorial, al país en el que se realice la transferencia o licencia.

Los actos o contratos por los cuales se transfieren, parcial o totalmente, los derechos
patrimoniales de autor o conexos deberán constar por escrito como condición de validez.

Todo acto por el cual se enajene, transfiera, cambie o limite el dominio sobre el derecho de autor,
o los derechos conexos, así como cualquier otro acto o contrato que implique exclusividad,
deberá ser inscrito en el Registro Nacional del Derecho de Autor, para efectos de publicidad y
oponibilidad ante terceros.

Será ineficaz toda estipulación en virtud de la cual el autor transfiera de modo general o
indeterminable la producción futura, o se obligue a restringir su producción intelectual o a no
producir.

Será ineficaz toda estipulación que prevea formas de explotación o modalidades de utilización de
derechos patrimoniales de autor o conexos, que sean inexistentes o desconocidas al tiempo de
convenir la transferencia, autorización o licencia.

ARTÍCULO 182. FOMENTO DE LOS MICROCRÉDITOS. En armonía con las Bases del
“Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”, el
Gobierno nacional reglamentará la manera en que se profundicen los microcréditos a través de
las entidades del sector financiero como instrumento de formalización de generación de empleo e
instrumento para combatir el “gota a gota” o “paga diario”.

PARÁGRAFO. El Gobierno nacional fomentará el desarrollo de cadenas productivas entre
empresarios MiPymes a través de figuras como la Asociatividad que generen valor agregado al
producto final y permitan mayor innovación tecnológica entre las unidades productivas.

SECCIÓN III.

PACTO POR LA EQUIDAD: POLÍTICA SOCIAL MODERNA CENTRADA EN LA
FAMILIA, EFICIENTE, DE CALIDAD Y CONECTADA A MERCADOS.

SUBSECCIÓN 1.

EQUIDAD EN LA EDUCACIÓN.

ARTÍCULO 183. FORTALECIMIENTO FINANCIERO DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR
PÚBLICA. La Ley Anual de Presupuesto para 2020 asignará a la base presupuestal de
funcionamiento de las Instituciones de Educación Superior Pública un incremento del IPC más 4
puntos a los recursos de transferencia ordinaria. La Ley Anual de Presupuesto para 2021 asignará



a la base presupuestal de funcionamiento de las Instituciones de Educación Superior Pública un
incremento del IPC más 4,5 puntos a los recursos de transferencia ordinaria. La Ley Anual de
Presupuesto para 2022 asignará a la base presupuestal de funcionamiento de las Instituciones de
Educación Superior Pública un incremento del IPC más 4,65 puntos a los recursos de
transferencia ordinaria. El Ministerio de Educación Nacional establecerá los mecanismos de
distribución de estos recursos, con criterios de equidad y fortalecimiento institucional, entre
otros.

La Nación asignará recursos de funcionamiento del Presupuesto General de la Nación a todas las
Instituciones de Educación Superior que son establecimientos públicos del orden territorial. Para
ello el Ministerio de Educación Nacional establecerá anualmente con estas instituciones, el
mecanismo de inversión en los presupuestos institucionales.

La Nación financiará proyectos de inversión de las Instituciones de Educación Superior Públicas
los cuales no harán parte de la base presupuestal, que incluyen saneamiento de pasivos y aportes
adicionales de inversión.

Estos programas incluirán medidas orientadas al pago de acreencias laborales, reestructuración y
saneamiento de pasivos, adquisición de cartera, y estarán precedidos del estudio que realizará
cada Institución de Educación Superior Pública, el cual deberá ser validado por el Ministerio de
Educación Nacional.

Los recursos adicionales para inversión también se podrán destinar para el mejoramiento de la
calidad de las Instituciones de Educación Superior Públicas, de acuerdo con las líneas definidas
por el Ministerio de Educación Nacional.

El Gobierno nacional adelantará un proceso de revisión integral de fuentes y usos de los recursos
de las Instituciones de Educación Superior Públicas con miras a plantear una reforma al esquema
de financiación de las mismas, que permita la garantía de su financiación y sostenibilidad en el
mediano y largo plazo.

ARTÍCULO 184. FONDO DE FINANCIAMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA
EDUCATIVA. Modifíquese el artículo 59 de la Ley 1753 de 2015, el cual quedará así:

Artículo 59. Fondo de financiamiento de la infraestructura educativa. El Fondo de
Financiamiento de la Infraestructura es una cuenta especial del Ministerio de Educación Nacional
sin personería jurídica, cuyo objeto es la viabilización y financiación de proyectos para la
construcción, mejoramiento, adecuación, ampliaciones y dotación de infraestructura educativa
física y digital de carácter público en educación inicial, preescolar, educación básica y media, en
zonas urbanas y rurales, incluyendo residencias escolares en zonas rurales dispersas, así como los
contratos de interventoría asociados a tales proyectos.

Con cargo a los recursos administrados por el Fondo de Financiamiento de la Infraestructura
Educativa, se asumirán los costos en que se incurra para el manejo y control de los recursos y los
gastos de operación del fondo.

El Fondo de Financiamiento de la Infraestructura Educativa será administrado por una junta cuya
estructura y funcionamiento serán definidos por el Gobierno nacional.

Los recursos del Fondo de Financiamiento de la Infraestructura Educativa para educación inicial,



preescolar, básica y media provendrán de las siguientes fuentes:

a) Los provenientes del recaudo establecido en el artículo 11 de la Ley 21 de 1982, destinados al
Ministerio de Educación Nacional.

b) Las partidas que se le asignen en el Presupuesto Nacional y estén contenidas en el Marco
Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gastos de Mediano Plazo.

c) Los rendimientos financieros derivados de la inversión de sus recursos.

Así mismo, los proyectos de infraestructura educativa que se desarrollen a través del Fondo
podrán contar con recursos provenientes de:

d) El Sistema General de Regalías destinados a proyectos específicos de infraestructura
educativa, para los casos en que el OCAD designe al Ministerio de Educación Nacional como
ejecutor de los mismos.

e) Los recursos de cooperación internacional o cooperación de privados que este gestione o se
gestionen a su favor.

f) Aportes de los departamentos, distritos y municipios y de esquemas asociativos territoriales:
regiones administrativas y de planificación, las regiones de planeación y gestión, las asociaciones
de departamentos, las áreas metropolitanas, las asociaciones de distritos especiales, las
provincias administrativas y de planificación, las asociaciones de municipio y la Región
Administrativa de Planificación Especial (RAPE).

g) Participación del sector privado mediante proyectos de Asociaciones Público- Privadas.

h) Obras por impuestos.

En caso de que un proyecto priorizado por la Junta Administradora involucre cualquiera de los
recursos de que tratan los literales d), e), f), g) y h) del presente artículo, con cargo al Fondo de
Financiamiento de la Infraestructura Educativa se podrán constituir patrimonios autónomos que
se regirán por normas de derecho privado en donde podrán confluir todas las fuentes de recursos
con las que cuenten los proyectos. Dichos Patrimonios Autónomos, podrán celebrar operaciones
de crédito interno o externo a su nombre, para lo cual la Nación podrá otorgar los avales o
garantías correspondientes.

PARÁGRAFO 1o. Todo proyecto sufragado por el Fondo de Financiamiento de la
Infraestructura Educativa deberá contemplar obligatoriamente los ajustes razonables para acceso
a la población con discapacidad de que trata la Ley Estatutaria 1618 de 2013 o la que la
modifique o sustituya.

PARÁGRAFO 2o. El Ministerio de Educación Nacional diseñará mecanismos para fortalecer la
gestión y gobernanza del Fondo, incluyendo la participación de representantes de entidades
territoriales en la Junta Directiva; mejorar la coordinación y articulación con los territorios;
definir criterios de priorización para la estructuración y ejecución de proyectos, con énfasis en
iniciativas de zonas rurales dispersas y propender por un sistema adecuado de rendición de
cuentas.

PARÁGRAFO 3o. El Fondo levantará la información y elaborará el diagnóstico de la
infraestructura educativa a nivel nacional.



PARÁGRAFO 4o. El régimen de contratación del Fondo de Financiamiento de Infraestructura
Educativa estará orientado por los principios que rigen la contratación pública y las normas
dirigidas a prevenir, investigar y sancionar actos de corrupción. La selección de sus contratistas
estará precedida de procesos competitivos, regidos por los estándares y lineamientos que
establezca Colombia Compra Eficiente, los cuales deberán incorporar condiciones tipo, así como
elementos para evitar la concentración de proveedores y para promover la participación de
contratistas locales. Los procesos de contratación deberán tener especial acompañamiento de los
órganos de control.

ARTÍCULO 185. AVANCE EN EL ACCESO EN EDUCACIÓN SUPERIOR PÚBLICA. El
Gobierno nacional avanzará en un proceso gradual para el acceso, permanencia y graduación en
la educación superior pública de la población en condiciones de vulnerabilidad, incluida la rural,
que sea admitida en una institución de educación superior pública, de formación técnica
profesional, tecnológica y universitaria. Para este fin, podrán establecerse apoyos para pago de
matrícula a través del Icetex y subsidios de sostenimiento con cargo a programas del Ministerio
de Educación Nacional, el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social y otras
fuentes.

ARTÍCULO 186. EXCEDENTES DEL ICETEX. El Ministerio de Educación Nacional podrá
utilizar los excedentes que se generen en el Icetex a partir de los recursos girados por la Nación.
En caso de hacerlo, debe destinarlos prioritariamente a atender los subsidios de tasa de interés,
condonación y manutención asociados a los créditos educativos; a programas de alivio de cartera
para sus beneficiarios o de fortalecimiento de la educación superior; al pago de las obligaciones
que el Icetex haya adquirido con dichos fines; a financiar las renovaciones o las adjudicaciones
de nuevos créditos educativos o para otros objetivos similares.
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